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La Consellería de Educación de la Comunidad Valenciana, el pasado día 6 de febrero ha publicado en su diario oficial el Decreto 9/2017, que cambia programas y prioridades sobre lenguas en educación, con el que atenta contra la libertad de elección de los padres y contra las necesidades idiomáticas de los alumnos que exige el siglo XXI, discriminando al castellano y al inglés. La queja que se formula en este documento es para que se estudien los fundamentos jurídicos de un decreto que es gravemente perjudicial para la educación y el futuro de nuestros hijos, ya que los padres pierden el derecho a elegir las lenguas vehiculares de enseñanza, así como la posibilidad de que sus hijos estudien sus materias troncales en su lengua madre, en el caso del castellano, aún siendo ésta una de las lenguas oficiales del país. Este aspecto es muy valorado por la Unesco y por multitud de expertos educativos, con mayor motivo para las edades tempranas. Asimismo, parece que el decreto está orientado a la segregación de alumnos, algo contrario a las tendencias y buenas prácticas en los sistemas educativos, que tienden a la equidad, a la igualdad de oportunidades y a integrar la diversidad; y no como este caso, que tiende a generar desigualdades y a promover la segregación. El decreto se ha desarrollado al margen de la legislación estatal, de la legislación de la comunidad autónoma y de la de los derechos del niño. El decreto, en realidad, no es de plurilingüismo, sino para la inmersión en valenciano, y pretende romper la convivencia que han disfrutado tradicionalmente los ciudadanos de este territorio entre ambas lenguas. Por lo tanto,
EXPONE
■ EL DECRETO GENERA DESIGUALDADES Y SEGREGACIÓN DE ALUMNOS. 
La denominación de niveles lingüísticos es altamente discriminatoria, ya que se llaman básicos (con más castellano) y avanzados (con más valenciano). Por tanto, ya partimos de una base de alumnos básicos y avanzados. Los alumnos avanzados tienen más horas de inglés, aspecto altamente discriminatorio. Los alumnos avanzados, al terminar las etapas educativas tendrán certificados lingüísticos, tanto de valenciano como de inglés. Los de niveles básicos no tendrán ninguno procedente de sus lenguas, ni de inglés ni de castellano, aún así que esta lengua también cuenta con certificados de reconocido prestigio internacional, como el DELE. El decreto contempla que los centros con niveles avanzados contarán con más recursos, y por tanto inferiores para los de niveles básicos. En resumen, todo lo contrario, a los principios vigentes de igualdad de oportunidades y equidad recogidos en la legislación vigente.
■ LOS PADRES PIERDEN EL DERECHO A ELEGIR. Los padres pierden definitivamente el derecho a elegir lenguas vehiculares de enseñanza. Hasta ahora los padres podían elegir línea castellana (PPEC), o línea valenciana (PPEV). Se acaba esa posibilidad, ya que en los centros solo contarán con una línea, que ahora se denomina nivel, y dado que en el punto de partida hay seis niveles, la oferta local complicará el acceso de cualquier niño a un nivel determinado. La reivindicación, por tanto, es mantener ese derecho a elegir y posibilitar que un niño pueda estudiar sus materias troncales en la lengua materna. A los padres tampoco se les consulta para la elección de nivel ni participan en el Proyecto Lingüístico de Centro. Para aprobar un Proyecto Lingüístico de Centro el quorum necesario en el consejo escolar debe ser de dos tercios del total de votos, exigencia fuera de lugar. Por otra parte, en una cosa tan importante como son las lenguas vehiculares de enseñanza no debería considerarse representativo el consejo escolar, sino que se debería consultarse a los padres, a todos ellos. Y como si en la votación del consejo escolar no se alcanza quórum, el decreto contempla que la Consellería acabará decidiendo el nivel lingüístico de los centros, y ya ha dicho que lo hará en niveles avanzados. Con ello deja evidencias de las intenciones de esa administración en la imposición del valenciano.
■ FALTA DE INFORMACIÓN A LOS PADRES, DECONSULTA, OPINIÓN, DEBATE, DEMANDA SOCIAL... LAS FAMILIAS QUEDAN TOTALMENTE AUSENTES. Las familias solo se mencionan en el decreto en el artículo 15 para sensibilización, y el 29 para formación. Es un gran desprecio que incumple el artículo 26. 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.
■ RESTRICCIONES EN LA ESCOLARIZACIÓN Y LAS TRANSICIONES DE ETAPA. ¿Por qué hay 6 niveles? Se nos ha querido confundir con que unos expertos han desarrollado algo que tiene que ver con el Marco de Referencia Europeo para las Lenguas, pero no tiene relación alguna. Cuantos más niveles más dificultad para elegir el nivel adecuado. No se pueden ofrecer esos niveles ni hacerlo de forma amplia para todo el territorio. Se complica, y mucho, la escolarización, ya que con la delimitación de distritos los niños quedan restringidos a muy pocas opciones. En cuanto a transiciones, por ejemplo, de primaria a secundaria, en las que habrá pérdidas de correspondencia, se agrava por tratarse de 6 niveles de primaria que concurren sobre 3 de secundaria, pero que en todo caso dependiendo del nivel del instituto algunos alumnos pasarán con niveles similares y otros sufrirán cambios bruscos, o discriminación.

■ SE EXTINGUEN NIVELES CON PRESENCIA ALTA O MEDIA DEL CASTELLANO. El programa es dinámico, por tanto, se pretende que los niveles lingüísticos evolucionen hacia niveles avanzados, es decir, de inmersión en valenciano, de hecho, los colegios no pueden retroceder de nivel, solo avanzar. Esto significa que con el tiempo se perderá el derecho y la garantía de que nuestros hijos estudien materias troncales en su lengua madre, si la suya es el castellano. El programa ya restringe niveles de partida, por lo que no es cierto lo que dice la administración de que padres podrán elegir nivel. En la propia rueda de prensa del día en que se aprobó el decreto ya se confundía a los ciudadanos con que los padres podrían elegir nivel. No es cierto y esa intervención está reflejada en la prensa. 
■ CALENDARIO DE APLICACIÓN. Dado que la implantación no avanza a ritmo de curso por año, sino a ritmo de varios cursos por año, esto invalida la elección que tomaron los padres en la escolarización anterior, generando discriminación en esos niños y lesionando los derechos de sus padres. Incluso el decreto contempla la posibilidad de anticipar el calendario.
■ INGLÉS. No se refuerza ni garantiza el nivel en esa lengua, una de las grandes lagunas del sistema educativo español. Tampoco se acompaña de un plan de formación o de contratación de profesores competentes, ya que los dirigentes han reconocido en público que no se cuenta con más del 3 % de profesores en esa competencia, esto lo recoge la prensa. Por tanto el ligero in-cremento de inglés que incorpora el decreto en niveles avanzados ni siquiera podrá ser atendido mientras no se acompañe de un plan, que debería haberlo contenido implícito al decreto.
■ EL DECRETO DISCRIMINA GRAVEMENTE AL IDIOMA CASTELLANO. Aparte de otros aspectos ya mencionados en los puntos anteriores, el decreto contempla que un plan de normalización lingüística PNL de intensificación en valenciano, pero éste debería ser acorde con el nivel lingüístico elegido, y no lo es. Hay indefinición en las asignaturas de libre disposición, por lo que los porcentajes de exposición al uso de lenguas van a ser superiores que los promedios que se puedan extraer. La administración tampoco ha publicado unas tablas oficiales de porcentaje de uso lenguas, y tampoco ha realizado acciones para difundir el decreto. Al contrario, lo que ha hecho es establecer un calendario de aplicación con solo un mes de plazo desde que se aprobó el decreto hasta la fecha en que los Proyectos Lingüísticos de Centro deben ser votados y enviados a la consellería competente. Es decir, deben ser cubiertas las siguientes etapas: decidir el nivel, elaborar el proyecto, abrir periodo de audiencia, al menos a los miembros del consejo escolar, y aprobación en dicho órgano para ser enviado a la Consellería. El hecho de dar solo un mes para ello es un indicador del poco interés que tiene esa administración para que se informe y se conozca el decreto. Se trata de una imposición lingüística en toda regla, que unida a otras iniciativas en curso reflejan la urgencia de la Generalitat Valenciana en imponer el valenciano.

Tampoco se ha tenido en cuenta que la Ley 4/1983, de uso y enseñanza del valenciano, que contempla territorios de predominio del castellano. Incluso el decreto tampoco considera que, en estos 23 años que han transcurrido desde la mencionada ley, ha habido un desarrollo de sectores económicos en diversas ciudades y territorios de la Comunidad Valenciana en los que, por interrelación con las profesiones inherentes a esos sectores se han desarrollado los dos idiomas globales, el español y el inglés. Un ejemplo claro es la ciudad de Alicante, que con su Agencia Europea EUIPO y el tejido industrial jurídico asociado; o el sector inmobiliario en toda su provincia, al tratarse de la que más número de inmuebles vende a extranjeros; o el carácter exportador de un territorio líder en diversos sectores industriales, con empresas de negocio o implantación global; también el sector turístico, de gran arraigo en esa ciudad y provincia. Son solo algunos ejemplos de la importancia que tienen los idiomas globales, como el castellano e inglés, que el decreto pretende restringir a nuestros hijos. Por lo que, 
SOLICITA
Que sea analizado el fundamento jurídico de los aspectos que se contemplan en los apartados anteriores recogidos en el Expone, y que se tomen las medidas oportunas para que, en caso de exista lesión de derechos u otros aspectos que reconozcan los inconvenientes en la aplicación de ese decreto en la educación de nuestros hijos, se tomen las medidas oportunas para que sea retirado el decreto por la administración competente, la Generalitat Valenciana.
En Xxxxxxxxxxxx, a xx de xxxxxxxxx de 2017.
Firmado,
Nombre y apellidos u organización.
